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	46 

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Roberto Figueredo Lora

	Recurrido: Juez Penal de Cartago

	Objeto del Recurso: El recurrente reclama que el recurrido le ha restringido ilegalmente su libertad. 

	Parte dispositiva
	Rechazado de plano (no es materia de HC). El Magistrado González Sibaja da razones adicionales. VS del Magistrado Acosta.
 



N° 46
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día ocho de agosto de mil novecientos cincuenta y cinco, con asistencia inicial de los Magistrados Baudrit (Presidente), Quirós, Ramírez, Bejarano, Acosta, Jacobo, Castillo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y del suplente González Sibaja.

	Artículo V
	Visto el recurso de Hábeas Corpus establecido por ROBERTO FIGUEREDO LORA, quien alega que el Juez Penal de Cartago ilegalmente le ha restringido su libertad, pues en proceso que se le sigue modificó el monto de la fianza señala por la Sala Segunda Penal, cuando esta conoció en apelación del auto respectivo; y que además, le impuso como obligación la de presentarse dos veces diarias en la Dirección de Detectives a pesar de que en el proceso ya se dictó sentencia condenatoria, que no está firme; que el Juez no puede modificar las condiciones impuestas por el Superior, se acordó: rechazar el recurso, por no ser materia de Hábeas Corpus. 
	El Magistrado González Sibaja votó en el mismo sentido y agregó que a la Sala a quien corresponde decidir sobre las cuestiones propuestas por el recurrente.
	El Magistrado Acosta, se pronunció así: Estimo que no debe rechazarse en puertas el recurso interpuesto, sino entrar a examinarlo en cuanto al fondo del mismo. Creo que no estamos en presencia de ninguno de los casos a que se refieren los incisos 1° a 4° del artículo 11 de la Ley de Hábeas Corpus, para cerrarle las puertas al recurrente. Y si bien es cierto que someramente se presente el punto como una cuestión procesal a dilucidar por la por la Sala Segunda Penal cuando conozca la apelación presentada contra el auto del Juez Penal de Cartago que varió las condiciones de la excarcelación de que disfrutaba el recurrente, opino que esta Corte por vía de protección a la libertad individual que le otorgan la Constitución y la Ley respectiva, debe examinar, para resolver la procedencia o improcedencia del recurso, las dos fases que tiene el asunto: el auto en sí, que será objeto de pronunciamiento de la Sala respectiva; y la orden girada por el Juez a la Dirección General de Detectives imponiendo restricciones al quejoso; analizado este punto desde dos ángulo diferentes: la falta de firmeza de esa resolución y la existencia de un recurso de apelación de la misma, frente a la capacidad del Juez para ejecutarla; y la falta de jurisdicción del Juez para dictar esa orden ante la apelación en ambos efectos admitida.- Sobre el auto en sí, opino que un Juez no puede pasar por encima de la firmeza de las resoluciones del proceso, sin incurrir en arbitrariedad. Sobre todo en el plenario. Contra lo resuelto por el señor Juez de Cartago está terminantemente el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales, que les permite a los Jueces variar o modificar sus resoluciones, de oficio o a petición de parte, en cualquier estado de la causa, antes de sentencia definitiva, salvo que se trate de resoluciones que hubieran sido objeto de una resolución del Superior. Es decir, existen dos requisitos para poder variar las resoluciones: uno que se trate de juicios en que no se haya dictado sentencia, y otro, que no se trate de resoluciones que hubieren sido objeto de pronunciamiento del Superior. Pues bien: el señor Juez de Cartago no sólo dictó el auto a que se refiere el recurso, ya dictado el fallo, cuando solo le quedaba jurisdicción para admitir los recursos que se establecieran contra el mismo, sino que se fue de bruces contra una resolución del Superior, de dos o tres años antes, que concedía la excarcelación del recurrente por la suma de diez mil colones, sin condiciones de ninguna otra naturaleza.- Sobre la orden girada a la Dirección General de Detectives sin estar firme el auto por mediar apelación en contra del mismo, la juzgo también arbitraria. No estamos en presencia de un auto de detención, o de enjuiciamiento, y prisión o de embargo, en que la ley, sabiamente, para garantizar la justicia, concede la apelación solo en el efecto devolutivo para que conserve el Juez la jurisdicción necesaria para ejecutarlos. La apelación del auto del Juez de Cartago fue admitida en ambos efectos, de donde resulta claro que el Juez no tenía capacidad para ejecutarlo antes de que fuera resuelto por el Superior.- Y sobre el punto de falta de jurisdicción del Juez para dictar la orden que motiva el recurso, la cuestión se presenta más clara: tal orden fue girada al señor Director General de Detectives, según el oficio del Director de esta oficina, el 25 de julio próximo pasado, y a las 10 horas del 22 de ese mismo mes, el señor Juez había admitido el recurso de apelación en ambos efectos que contra esa resolución había interpuesto el quejoso Figueredo Lora, lo cual quiere decir que el señor Juez de Cartago dio la orden que impone limitaciones a la libertad individual del recurrente al ordenarle presentarse dos veces al día a la Oficina de Detectives, sin jurisdicción para ello, pues la jurisdicción del Juez sobre el negocio había quedado en suspenso tres días antes de expedir la orden, al admitir la apelación contra dicho auto en ambos efectos. El artículo 156 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dice: “Salvo los caso exceptuados por la ley, la jurisdicción se suspende: 1-2-3-4: Por la apelación otorgada en ambos efectos”.- Y si el recurso de Hábeas Corpus se da, según el artículo 1° de la Ley respectiva contra la detención ilegal, así como contra toda restricción ilegítima de la facultad de ir y venir y de trasladarse a cualquier parte que garantiza el artículo 28 de la Constitución Política, tengo para mí, guardado siempre el merecido respeto para la opinión de los demás compañeros, que la medida acordada por el señor Juez de Cartago que limita la libertad del recurrente para trasladarse a cualquier parte, al ordenarle que se presente a la Dirección de Detectives dos veces al día, es arbitraria, porque va contra la ley, es decir, fue dictada contra la ley, y es también arbitraria porque el Juez decidió despóticamente ejecutarla sin estar firme, mediando recurso contra ella; y es una orden ilegítima, vale decir, ilegal, pues la dictó el señor Juez sin jurisdicción para ello. La jurisdicción es etimológicamente, desde los romanos, la facultad para de decir el derecho; un Juez sin jurisdicción no es nada; y es tan vital la jurisdicción para las funciones del Juez, que la ley sanciona con nulidad absoluta todas las actuaciones y resoluciones judiciales de quien no tiene facultad legal para ejecutarlas. Artículo 160 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Y está tan ligada la cuestión de jurisdicción con el recurso de Hábeas Corpus, es decir, es tan vigilante la ley de la jurisdicción de un Juez para los efectos de limitar la libertad individual que obliga a la Corte, en el artículo 9 de la Ley de la materia, inciso 1°, a verificar las facultades del Juez en cuanto al delito y a la persona para limitar la libertar. Por eso para mí es procedente el recurso. No solo la arbitrariedad o ilegalidad de los de afuera hay que vigilar; la Corte debe examinar la arbitrariedad e ilegalidad de los de casa, porque de lo contrario lo que estamos prestos a remediar es la dictadura de los demás y no la dictadura judicial, que es más peligrosa porque pretende fundarse en la ley. Yo voto este recurso con lugar por respeto a los principios legales, pues un Juez sin jurisdicción, no puede válidamente limitar la libertad de los ciudadanos. 

